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1) TEXTO DE LA CITACION ORDEN DEL DIA 


- Observaciones interpuestas por el Poder Ejecu- 

“Montevideo, 20 de diciembre de 1993. tivo al proyecto de ley por el que se derogan los 

incisos segundo y tercero del artículo 35 del decreto- 

ley N” 14.189, de 30 de abril de 1974, relacionado con 
el cese obligatorio de los funcionarios públicos. 

(Carp. N” 64/93 - Rep. N” 33/93) 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá, en sesión extraor- 
dinaria, a solicitud de varios señores legisladores, el próximo 
miércoles 22, a la hora 17, a fin de hacer cesar el receso y 
considerar el siguiente LOS SECRETARIOS”. 


572 -A.G. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alvaro Alonso Tellechea, 
Ernesto Amorín Larrañaga, Mariano Arana, Danilo Astori, 
Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Carlos Bouzas, Leopol- 
do Bruera, Carlos Cassina, Wilson Elso Goñi, Reinaldo Gar- 
gano, Tabaré Hackenbruch, José Korzeniak, Daoiz Librán 
Bonino, Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, Jaime Pérez, 
María Celia Priore, Juan Andrés Ramírez, Américo Rical- 
doní, Walter Santoro, Jorge Silveira Zavala, Omar Urioste 
y Alberto Zumarán; y, los señores representantes Guillermo 
Alvarez, Agapito Alvarez Viera, Juan Justo Amaro, Oscar 
Amorín Supparo, José S. Arrillaga, Alejandro Atchugarry, 
Juan Carlos Ayala, Javier Barrios Anza, José Bayardi, Car- 
men Beramendi, Luis Batlle Bertoliní, Guillermo Bordoli, 
Thelman Borges, Federico Bosch, Tabaré Caputi, Gonzalo 
Carámbula, Jorge Conde Montes de Oca, Hugo Cores, Jor- 
ge Coronel Nieto, Alberto Couriel, Wilson Craviotto, Jorge 
Chápper, Guillermo Chifflet, Daniel H. Delgado Sicco, José 
E. Díaz, Yamandú Fau, Otto Fernández, Carlos M. Garat, 
Alem García, Daniel García Pintos, Milton Goday, Antonio 
Guerra Caraballo, Juan Manuel Gutiérrez, Luis Alberto 
Heber, Carlos Hernández, Luis A. Hierro López, Doreen 
Javier Ibarra, Nereo Felipe Lateulade, Ramón Legnani, Héc- 
tor Lescano, León Lev, José Losada, Jorge Machiñena, Os- 
car Magurno, Luis Eduardo Mallo, Ruben Martínez Huel- 
mo, Abayubá Martorell Librán, Edén Melo Santa Marina, 
Mario Mesa, Rafael Michelini, Ricardo Molinelli, Antonio 
Morell, Francisco Ortiz, Alba E. Osores de Lanza, Lorenzo 
Palles, Ramón Pereira Pabén, Tabaré Pereyra, Heber Pin- 
to, Ana Lía Piñeyrúa, Carlos Pita, Luis B. Pozzolo, Sergio 
Previtali, Baltasar Prieto, Ricardo Recuero, Eduardo Rodi- 
no, Ricardo Rocha Imaz, Ambrosio Rodríguez, A. Francis- 
co Rodríguez Camusso, Matilde Rodríguez de Gutiérrez, 
María Celia Rubio de Varacchi, Rafael Sanseviero, Diana 
Saravia Olmos, Helios Sarthou, Edison Sedarri Luaces, Al- 
dorio Silveira, Heriberto Sosa Acosta, Guillermo Stirling, 
Nicolás Storace Montes, Carlos Suárez Lerena, Pedro Suá- 
rez Lorenzo, Andrés Toriani y Jaime Mario Trobo. 


FALTAN: con licencia, el señor senador Carlos W. Ci- 
eliuti, y los señores representantes Marcelo Antonaccio, Mar- 
cos Carámbula, Daniel Díaz Maynard, Luis Alberto Ferri- 
zo, Felipe Haedo Harley, Arturo Heber Fiilgraff, Gonzalo 
Piana Effinger y Walter Riesgo; con aviso, el señor senador 
Dante Irurtia, y los señores representantes Néstor H. Andra- 
de, Luis Alberto Andriolo, Carlos Bertacchi, Mario Cantón, 
Cayetano Capeche, Alvaro Carbone, Eber Da Rosa Váz- 
quez, Juan Raúl Ferreira, Humberto González Perla, Ra- 
món Guadalupe, Oscar Lenzi, Néstor Moreira Graña, Aga- 
po Luis Palomeque, Wilson Sanabria, Juan Adolfo Singer, 
Armando Tavares y Roberto Vázquez Platero; y, sin aviso, 
los señores senadores Walter Belvisi, Federico Bouza, Bari 
González Modernell, Julio C. Grenno y Raumar Jude. 


3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Siendo la hora reglamentaria y 
habiendo número, está abierta la sesión. 
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(Es la hora 17) 


-Antes de pasar a considerar el orden del día, corresponde 
que el Cuerpo determine si desea levantar el receso a esos 
efectos. 


(Se vota:) 
-67 en 74. Afirmativa. 


4) CESE OBLIGATORIO DE FUNCIONARIOS PUBLI- 
COS. Decreto-ley N” 14.189, Observaciones interpues- 
tas por el Poder Ejecutivo. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el único 
punto que figura en el orden del día: “Observaciones interpues- 
tas por el Poder Ejecutivo al proyecto de ley por el que se 
derogan los incisos segundo y tercero del artículo 35 del decre- 
to-ley N” 14.189, de 30 de abril de 1974, relacionado con el 
cese obligatorio de los funcionarios públicos. (Carp. N” 64/93- 
Rep. N* 33/93).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 64/93 
Rep. N* 33/93 
ANEXO I 
PRESIDENCIA DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY 


Ministerio del Interior 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 27 de octubre de 1993 


Señor presidente de la 

Asamblea General, 

doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la 
Asamblea General, en uso de las potestades que le con- 
fiere el artículo 137 de la Constitución de la República, 


22 de Diciembre de 1993 


a los efectos de observar parcialmente el proyecto de ley 
por el cual se derogan los incisos segundo y tercero del 
artículo 35 del decreto-ley N” 14.189 de 30 de abril de 
1974. 


La observación se refiere al inciso segundo del Ar- 
tículo Unico del referido proyecto que declara descae- 
cidos e inaplicables los decretos del Poder Ejecutivo 
141/993 de 19 de marzo de 1993 y 182/993 de 20 de 
abril de 1993 en la parte que establece que las personas 
que hubieren pasado a retiro para acogerse a la jubila- 
ción en virtud de los decretos citados dispondrán de un 
plazo de treinta días, a partir de la vigencia de la ley, 
para optar por la jubilación o reintegrarse a los cargos 
que desempeñaban. 


El Poder Legislativo, a través del inciso proyectado 
ha otorgado efecto retroactivo a la derogación de los 
incisos segundo y tercero del artículo 35 del decreto-ley 
N* 14.189, en la medida que da la opción de reintegro a 
los cargos de aquellos funcionarios cesados por haber 
alcanzado el límite de edad previsto en los decretos 
citados. 


El descaecimiento e inaplicación de los decretos dic- 
tados por el Poder Ejecutivo, debería producirse hacia el 
futuro, como consecuencia de la entrada en vigencia de 
ta ley proyectada, no pudiendo tener efectos retroactivos 
respecto de las situaciones creadas durante la plena y 
legítima vigencia de los mismos, 


En efecto, se crearía en tal caso una situación de 
inseguridad jurídica, por cuanto no se prevén en la ley 
las soluciones a los problemas que genera la reíncorpo- 
ración de las personas cesadas a sus cargos o funciones. 
Se desconoce a qué cargos o funciones se van a reinte- 
grar los funcionarios que cesaron, si los mismos, en 
virtud de haber quedado vacantes, se proveyeron por la 
vía de la designación o del ascenso. No se determina 
cómo se va a computar en este caso el período no traba- 
jado a los efectos de las remuneraciones, calificaciones, 
cómputos de antigúedad y ascensos, especialmente aque- 
llos posteriores al cese y a los cuales aspiraba el funcio- 
nario cesado. La ley tampoco prevé qué solución se da 
en los casos de pasividades eventualmente percibidas y 
sueldos generados durante el período de retiro. 


Esta situación provocaría una lesión de derechos de 
alcance imprevisible, principio que fundamenta la no 
retroactividad de los actos legislativos, que haría pasible 
al Estado de responsabilidad por acto legislativo. 


Como enseña Supervielle Bernardo (De la deroga- 
ción de las leyes y demás normas jurídicas. En estudios 
jurídicos en memoria de Juan José de Amézaga. Monte- 
video, 1958 pág. $508) “... en un estado de derecho, 
regido por una Constitución que garantiza y protege los 
derechos fundamentales inherentes a la persona huma- 
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na, no debe aceptarse que el Poder Legislativo pueda 
sancionar leyes retroactivas sin limitación. Estimamos, 
pues, que según sea el alcance de esta retroactividad, 
reconociendo que en ello hay muchos aspectos que con- 
templar, la ley pudiera ser atacada de inconstitucional, 
por consiguiente, anulada en sus efectos”. 


Los actos administrativos -actos reglamentarios y ac- 
tos subjetivos- dictados por el Poder Ejecutivo de acuer- 
do con las atribuciones que le fueron conferidas en for- 
ma legal y en mérito a consideraciones basadas en razo- 
nes de oportunidad y conveniencia, no pueden ser modi- 
ficadas por otro poder estatal, so pena de vulnerar el 
principio de separación de poderes. 


En tal sentido, la solución proyectada configura un 
desconocimiento al principio de separación de poderes, 
consagrado en la Constitución de la República como 
principio general de derecho inherente a la forma repu- 
blicana de gobierno (artículo 72 de la Constitución de la 
República), en la medida que modifica o desconoce la 
actuación cumplida por ei Poder Ejecutivo conforme a 
la norma vigente a la fecha de dictar los decretos y 
resoluciones que se volverán inaplicables. 


Al respecto, Jiménez de Aréchaga enseñaba que: “La 
separación de poderes está consagrada en cuanto coexis- 
ten distintos centros de autoridad que reciben sus com- 
petencias de la Constitución, la cual les marca un ámbi- 
to de incumbencia que les es propio y que supone el 
ejercicio predominante de cada una de las funciones 
jurídicas del Estado por cada uno de ellos, dentro del 
cual, en cuanto se conformen las normas de grado supe- 
rior (las que Jes fijan sus competencias, formas de actuar 
y fines a perseguir), sus decisiones, no pueden ser sorne- 
tidas a contralor de oportunidad o conveniencia por par- 
te de órganos integrantes de otros centros de autoridad.” 
(Curso de Derecho Constitucional. La Constitución Na- 
cional, T. TI, pág. 14). 


Por otra parte, el ejercicio de la opción conferida por 
la ley supondrá la generación de nuevos gastos, para lo 
cual no se han indicado los recursos con los cuales serán 
cubiertos, conforme requiere el artículo 86 de la Consti- 
tución de la República. 


Por último corresponde destacar que el ejercicio de 
la opción legal, conforme con el proyecto, deberá reali- 
zarse en un plazo de treinta días a partir de la vigencia 
de la ley. Es decir entonces que la ley misma prevé, a 
los efectos de la opción, que su vigencia será a partir de 
los diez días de su publicación de acuerdo con lo esta- 
blecido en el artículo 1” del Código Civil. No resulta 
congruente, en consecuencia, otorgar una vigencia dife- 
rente a la ley, a fin de operar el descaecimiento de los 
actos administrativos dictados por el Poder Ejecutivo 
con anterioridad a la misma. 
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Saludo al señor presidente con la mayor considera- 
ción, 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDEN- 
TE DE LA REPÚBLICA. Juan Andrés Ra- 
mírez, José Villar, Manuel A. Romay, José 
María Gamio, Pedro Saravia, Pablo Lan- 
doni, Gustavo Cersósimo, Ignacio de Posa- 
das Montero, José María Barbé, Gonzalo 
Irrazábal, Guillermo García Costa, Daniel 
H. Martins, 


PODER LEGISLATIVO 


El Senado y la Cámara de Representantes de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea Ge- 
neral, 


DECRETAN 


Artículo Unico. - Deróganse los incisos segundo y 
tercero del artículo 35 del decreto-ley N” 14.189, de 30 
de abril de 1974. 


Decláranse descaecidos e inaplicables los decretos 
del Poder Ejecutivo 141/993, de 19 de marzo de 1993, y 
182/993, de 20 de abril de 1993. Las personas que hu- 
bieren pasado a retiro para acogerse a la jubilación en 
virtud de los decretos citados precedentemente dispon- 
drán de un plazo de treinta días, a partir de la vigencia 
de la presente ley, para optar por la jubilación o reinte- 
grarse a los cargos que desempeñaban. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 19 de octubre de 1993. 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
ASAMBLEA GENERAL 
Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social 
INFORME 


A la Asamblea General: 


La Comisión de Ásuntos Laborales y Seguridad So- 
cial de la Asamblea General, por mayoría, aconseja al 
Cuerpo el levantamiento de las observaciones parciales 
formuladas por el Poder Ejecutivo en uso de las faculta- 
des que le confiere el artículo 137 de la Constitución. 


Dichas observaciones, refieren a parte del inciso se- 
gundo del artículo nico del proyecto de ley por el cual 
se derogan los incisos segundo y tercero del artículo 35 
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del decreto-ley N” 14.189, de 30 de abril de 1974 y se 
declaran descaecidos e inaplicables los decretos del Po- 
der Ejecutivo números 141/993, de 19 de marzo de 1993 
y 182/993, de 20 de abril de 1993, 


La observación refiere a la disposición que otorga 1 
quienes hubieren pasado a retiro el beneficio de optar 
por la jubilación o reintegrarse a los cargos que desern- 
peñaban. 


El Poder Ejecutivo opina que esta norma que otorga 
efecto retroactivo a la derogación citada, debería produ- 
cir efectos sólo hacia el futuro como consecuencia de la 
entrada en vigencia de la ley. No podría ésta proyectar 
sus efectos a situaciones creadas durante la plena y legí- 
tima vigencia de los decretos. 


Menciona situaciones no previstas por el proyecto 
de ley que generarían inseguridad jurídica y lesión de 
derechos de alcances imprevisibles, lo cual fundamenta 
la irretroactividad de los actos legislativos por hacer 
pasible al Estado de responsabilidad. 


Se cita en apoyo de esta tesis la opinión del doctor 
Bernardo Supervielle, 


El principio de irtetroactividad de las leyes es de 
rango legal, por lo que el legislador puede dejarlo sin 
efecto. La Suprema Corte de Justicia lo ha sostenido 
repetidamente, así como el criterio de que dicho princi- 
pio no goza de protección constitucional. 


Sin duda, que el legislador tiene limitaciones en este 
sentido, algunas muy concretas como en los casos, por 
ejemplo, de la legislación penal o tributaria. Justamente, 
a esta última, es a la que se refiere el doctor Supervielle 
en la cita efectuada por el Poder Ejecutivo, la que ha 
sido extraída de su contexto. 


No hay objeción jurídica que impida que el Parla- 
mento, en este caso, otorgue carácter retroactivo a las 
disposiciones que hemos mencionado, 


El proyecto de ley, parcialmente observado tiene por 
objetivo subsanar una situación generada en primer lu- 
gar por la aplicación de una norma legal absolutamente 
inconstitucional, aunque vigente, que le otorgaba al Po- 
der Ejecutivo una facultad ilegítima y, en segundo lu- 
gar, por disposiciones reglamentarias que, dictadas en 
ejercicio de esa facultad, lesionaron y vulneraron dere- 
chos y violentaron las expectativas de los ciudadanos 
comprendidos en ellas. 


En efecto, el decreto-ley N” 14.189, en las disposi- 
ciones que se proponen derogar, aunque está vigente, es 
inconstitucional porque establece la delegación de ta- 
cultades del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo en lo 
relativo a la determinación de las condiciones del cese 
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en la función pública las que, de acuerdo al artículo 61 
de la Constitución, forman parte de los derechos del 
funcionario en su carrera, del contenido mínimo del Es- 
tatuto que los regula. Y la delegación de facultades rela- 
cionadas con la fijación de las condiciones para la confi- 
guración de la causal jubilatoria, las que constituyen, 
incuestionablemente, materia de ley. 


Los decretos dictados en ejercicio de la facultad que 
el referido decreto-ley le otorgó al Poder Ejecutivo, son 
violatorios del artículo 67 de la Constitución, ya que 
éste consagra a la jubilación como un derecho del ciu- 
dadano, a quien, por lo tanto, se le reconoce la potestad 
de decidir el momento en que desea acogerse al régimen 
previsional dentro de determinadas pautas que marca la 
ley. Los decretos derogados establecen la obligatoriedad 
del retiro a los 65 años. 


Las condiciones para acceder a la jubilación y que 
limitan la potestad de decidir el momento del cese, de- 
ben ser fijadas siempre por ley. Entre otras disposicio- 
nes de este rango, las mismas están contenidas en la ley 
N* 16.320, de 1” de enero de 1992. Según ellas, para 
alcanzar una mejor asignación de jubilación es necesa- 
rio continuar en actividad hasta una edad más avanzada 
que la establecida para configurar causal. Se creó un 
sistema de incentivo para prolongar el período de acti- 
vidad. 


Los decretos que se declaran descaecidos e inaplica- 
bles son por tanto y además, contrarios al espíritu que 
ha animado las últimas normas de fondo dictadas en 
matería de seguridad social. 


Lesionan los derechos de las personas comprendidas 
en la ley N* 16.320, ya que no se les permite continuar 
trabajando para acceder a una mejor asignación de jubi- 
lación, generándoseles un perjuicio económico. 


Por otra parte vulneran los derechos a la carrera ad- 
ministrativa y a los ascensos que les hubieran correspon- 
dido de haber continuado en actividad, conforme a lo 
preceptuado por los artículos 60 y 61 de la Constitución. 


El proyecto de ley parcialmente observado tiene por 
Objeto evitar que las normas derogadas, declaradas des- 
caecidas e inaplicables, continúen siendo aplicadas con 
las consecuencias que se señalan. 


La norma observada tiene por objeto eliminar la in- 
justa discriminación que se produciría de no contem- 
plarse la situación de los funcionarios a quienes ya se 
les han aplicado las normas referidas. 


No puede invocarse la seguridad jurídica como fun- 
damento único de la necesaria irretroactividad de la 
norma. 
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La seguridad es sólo uno de los elementos de la idea 
de derecho, la cual también implica el concepto abstrac- 
to y absoluto de justicia y el relativo a la adecuación a 
un fin o finalidad mediante el cual se concretiza el 
ideal de lo justo. Y entre esos tres elementos existe 
complementación, pero también, a veces, oposición. 
(Radbruch. “Las antinomias del derecho”, págs. 95 y ss.). 


Afirma Radbruch: “Tan propio es al concepto del 
derecho justo el ser positivo, corno es también tarea del 
derecho positivo ser justo en sus contenidos”. Y es pre- 
cisamente esta exigencia la que impone una modifica- 
ción del derecho vigente, no sólo orientada hacia el 
futuro sino también, y en diversos grados, según los 
casos, hacia el pasado. Y ello habrá de hacerse así, no 
sólo en aras de la justicia, sino también en algún caso 
excepcional en interés de la paz social, o sea de la 
propia finalidad que porsigue primordialmente el princi- 
pio de la seguridad jurídica. (Estudios de Derecho Ad- 
ministrativo. Mdeo. 1968. Facultad de Derecho y Cien- 
cias Sociales.) 


Ha sido el interés en restablecer el cumplimiento de 
los preceptos constitucionales en evitar la lesión de de- 
rechos adquiridos que otorgan el grado de previsibilidad 
indispensable para una convivencia ordenada y justa, el 
que ha inspirado la aprobación de estas normas. En el 
caso de la disposición observada, se persiguió, además, 
el interés superior de la Justicia. 


La mayoría de esta Comisión, tampoco comparte el 
punto de vista del Poder Ejecutivo en cuanto a que, la 
solución proyectada, configura un desconocimiento al 
principio de separación de Poderes. Se funda esta afir- 
mación en que ésta modifica o desconoce la actuación 
cumplida por el Poder Ejecutivo conforme a las normas 
vigentes a la fecha de dictar los decretos y resoluciones 
que se volverán inaplicables. 


Esta apreciación sólo puede referir a la totalidad del 
proyecto, pero no puede ser fundamento de la observa- 
ción parcial. 


Al aprobar el proyecto de ley, el Poder Legislativo 
ha ejercido una de sus facultades naturales, la de dero- 
gar normas legales en vigencia. Ello determinó, como 
lógica consecuencia, que los decretos dictados en ejerci- 
cio de las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por las 
normas derogadas, han descaecido y son inaplicables. 


La doctrina más recibida y la jurisprudencia admiten 
que una ley pueda derogar un decreto o un reglamento 
de la Administración Pública. La abrogación de un de- 
creto, puede resultar ya sea de la derogación lisa y llana 
de la ley en que se fundaba el primero, ya sea de su 
modificación o de su sustitución por otro régimen legal. 
(Supervielle, Bernardo. “De la derogación de las leyes y 
demás normas jurídicas”, pág. 429). 
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El Poder Ejecutivo afirma que la norma observada 
genera nuevos gastos para los cuales no se han indicado 
recursos con los que serán cubiertos, conforme lo re- 
quiere el artículo 86 de la Constitución. 


En el momento de dictar los decretos en cuestión, el 
Poder Ejecutivo ni siquiera contaba con la información 
relacionada con la estructura de edades de los funciona- 
rios, por lo que no conocía el número de ellos que se 
retirarían, las sumas que el Estado paga por sus retribu- 
ciones y el impacto financiero que se ocasionaría al 
Banco de Previsión Social ante el cese masivo de los 
mismos. 


Aún hoy, la información de que dispone el Poder 
Ejecutivo, en lo relacionado con estos aspectos, es par- 
cial por lo menos, la que ha trasmitido a esta Comisión. 


No sabe, hoy, entre otras cosas, si las vacantes pro- 
ducidas por el cese han sido cubiertas y de qué forma, si 
los funcionarios cesados han terminado sus trámites ju- 
bilatorios y si han percibido pasividades. 


No puede, pues, afirmarse, sin aportar los correspon- 
dientes fundamentos, que la aplicación de la norma ob- 
servada genera gastos. 


Ana Lía Piñeyrúa. Miembro Informante. 
Juan Justo Amaro. Oscar Amorín Suppa- 
ro. (Discorde). Mariano Arana. Guillermo 
Chifflet. Thelman Borges. Tabaré Hacken- 
bruch. Wilson Elso Goñi. Rafael Michelini. 
Abayubá Martorell Librán. Pablo Millor.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En consideración. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora legisladora 
Piñeyrúa. 


SEÑORA PIÑEYRUA. - Señor presidente: la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social de la Asamblea General, 
por mayoría, aconseja a este Cuerpo el levantamiento de la 
observación parcial que formuló el Poder Ejecutivo al proyecto 
de ley que deroga los incisos segundo y tercero del artículo 35 
del decreto-ley N” 14.189, que declaró descaecidos e inaplica- 
bles los decretos 141 y 182 del año 1993. 


La observación formulada por el Poder Ejecutivo refiere a 
la norma que ampara a aquellos que hubieran pasado a retiro 
por efecto de las disposiciones derogadas, descaecidas y decla- 
radas inaplicables, a quienes se otorga el beneficio de optar 
entre reintegrarse a la actividad en los cargos que ocupaban o 
permanecer jubilados. 
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El Poder Ejecutivo entiende que esta norma debería produ- 
cir sólo efectos hacia el futuro, como consecuencia de la entra- 
da en vigencia de la ley, es decir que no podría afectar las 
situaciones ya creadas durante su plena y legítima vigencia. 


Además, se señala que existen situaciones no previstas en 
el proyecto de Jey, que generan inseguridad jurídica y lesión de 
derechos de alcances imprevisibles, que harían pasibles al Es- 
tado de responsabilidad por acto legislativo. 


En nuestra opinión, el principio de irretroactividad de las 
leyes tiene rango legal; así lo ha reiterado la Suprema Corte de 
Justicia en diversas oportunidades, como también ha señalado 
el hecho de que el principio de retroactividad no tiene amparo 
constitucional, Obviamente, el legislador tiene limitaciones cuan- 
do se trata de dictar normas retroactivas, como sucede, por 
ejemplo, en los casos de legislación penal o tributaria. Justa- 
mente es en un comentario relacionado con la legislación tribu- 
taria, formulado por el doctor Bernardo Supervielle, que el 
Poder Ejecutivo basa parte de su observación parcial, de i¿cuer- 
do con un texto extraído de su contexto. 


Por lo tanto, no hay objeción a otorgar carácter retroactivo 
en este caso a la disposición que hemos mencionado. 


El proyecto de ley en cuestión tiende a subsanar una situa- 
ción generada, en primer lugar, por la aplicación de una norma 
que, aunque está vigente, es inconstitucional, y otorga at Poder 
Ejecutivo una facultad que, a nuestro juicio, es ilegítima; y, en 
segundo término, por disposiciones reglamentarias dictadas en 
ejercicio de la mencionada facultad, que lesionaron y vulnera- 
ron derechos, violentando las expectativas de los ciudadanos 
alcanzados por ellas. En efecto, el decreto-ley N” 14.189, en 
sus normas derogadas, es inconstitucional, porque formaliza 
una delegación de facultades del Poder Legislativo en el Poder 
Ejecutivo, fundamentalmente en cuanto a la fijación de las 
condiciones de cese en la función pública -que, de acuerdo con 
el artículo 61 de la Constitución de la República, forman parte 
del Estatuto del Funcionario, por lo que deben ser establecidos 
por ley- así como también de la configuración de la causal 
jubilatoria las que, indiscutiblemente, tienen que ser determi- 
nadas por ley. 


Los decretos cuya aplicación ha sido declarada descaecida 
y que, por lo tanto, serían inaplicables, son también violatorios 
del artículo 67 de la Constitución de la República, que consa- 
gra a la jubilación como un derecho del ciudadano, recono- 
ciendo a este último la opción de elegir el momento de su cese. 
Dichos decretos fuerzan al ciudadano al retiro obligatorio a los 
65 años de edad. 


El derecho del ciudadano de elegir... 
(Campana de orden) 
SEÑOR PRESIDENTE. - Perdón, señora legisladora. 


En este momento hay cuarenta y nueve señores representan- 
tes presentes, por lo que se llamará a sala durante un minuto. 
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(Se llama a Sala) 
-Puede continuar la señora legisladora Piñeyrúa. 


SEÑORA PIÑEYRUA. - Decía que la Constitución, al con- 
sagrar la jubilación como un derecho del ciudadano, le brinda, 
indirectamente, la opción de elegir el momento de su cese, 
dentro de determinadas pautas establecidas por la ley. 


En cuanto a las condiciones para acceder a la jubilación, 
que limitan la potestad de decidir el momento del cese, cabe 
señalar que ellas son materia legal y están fijadas, entre otras, 
en la ley N” 16.320, de 1” de enero de 1992, En esa Ley de 
Rendición de Cuentas se estableció un criterio que fija incenti- 
vos a aquellos que se encuentran en actividad, a fin de prolon- 
gar dicho período de actividad, a los efectos de poder acceder a 
una mejor jubilación. Al obligar al ciudadano a retirarse a los 
65 años de edad, estos decretos violentan ese derecho, desde el 
momento en que se le impide permanecer en actividad -pudien- 
do así acceder a una mejor asignación de jubilación- ocasio- 
nándole, indiscutiblemente, un perjuicio económico. 


En consecuencia, los decretos del Poder Ejecutivo son con- 
trarios al espíritu que inspiró la aprobación de las últimas nor- 
mas de fondo que se han dictado en materia de seguridad so- 
cial. 


Por otro lado, estos decretos vulneran el derecho a la carre- 
ra administrativa y a los ascensos que han sido consagrados por 
los artículos 60 y 61 de la Constitución de la República. 


Opinamos que mal puede hablarse -como lo ha hecho el 
Poder Ejecutivo- de una eventual lesión de derechos por aplica- 
ción de la norma proyectada, cuando no se ha tenido en cuenta 
la lesión de derechos producida por la aplicación de las normas 
derogadas, declaradas descaecidas e inaplicables. Precisamen- 
te, el objetivo del proyecto de ley es evitar que éstas conti- 
múen siendo aplicadas, debido a las consecuencias que hemos 
señalado. 


La norma observada apunta a evitar la injusta discrimina- 
ción que se produciría de no contemplarse la situación de aque- 
llos funcionarios a quienes ya se han aplicado dichas disposi- 
ciones. 


Tampoco puede invocarse la seguridad jurídica como fun- 
damento único de la necesaria irretroactividad de la norma. Tal 
como enseña Radbruch, la seguridad es sólo uno de los ele- 
mentos de la idea de derecho, la que implica el concepto abs- 
tracto y absoluto de Justicia y también el relativo a la adecua- 
ción a un fin o finalidad, mediante el cual se concretiza el ideal 
de lo justo. Entre esos tres elementos existe complementación 
pero también, a veces, oposición. Tan propio es al concepto del 
derecho justo el ser positivo, como lo es en el derecho positivo 
el ser justo en sus contenidos, Muchas veces, esto impone reali- 
zar modificaciones al derecho vigente, orientadas no sólo hacia 
el futuro Sino también, según los casos, hacia el pasado. El 
interés que persigue el proyecto de ley cuestionado u observado 
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parcialmente es restablecer el cumplimiento de los preceptos 
constitucionales y evitar la lesión de los derechos adquiridos 
que otorgan el grado de previsibilidad para una convivencia 
ordenada y justa. La disposición observada persigue el interés 
superior de la Justicia, 


Además, la mayoría de los integrantes de la Comisión en- 
tiende que el dictado de la norma observada no configura un 
desconocimiento del principio de separación de Poderes. 


El Poder Ejecutivo sostiene que modifica o desconoce su 
actuación, conforme a lo que establecen las normas vigentes a 
la fecha de dictar los decretos y resoluciones, que se volverán 
inaplicables. Entendemos que esta objeción puede ser hecha 
respecto a la totalidad del proyecto, pero no como fundamento 
de la observación realizada. 


Al sancionar este proyecto de ley, el Parlamento no ha 
hecho otra cosa que ejercer una de sus facultades: la de derogar 
las normas legales en vigencia. Por ende, y como lógica conse- 
cuencia, ha declarado descaecidos e inaplicables los decretos 
dictados en ejercicio de la facultad de que goza el Poder Ejecu- 
tivo. 


La doctrina y la jurisprudencia admiten, en forma unánime, 
que una ley pueda derogar un decreto o un reglamento de la 
Administración Pública. En el primero de los casos citados, 
ello puede darse por la derogación lisa y llana de la ley en que 
se fundaba, o a través de su modificación o sustitución por otro 
régimen legal. 


La mayoría de la Comisión, tampoco comparte el criterio 
sustentado por el Poder Ejecutivo en cuanto a que la norma 
observada generaría más gastos al Erario y que, por esa razón, 
requeriría de su iniciativa, de acuerdo con lo que establece el 
artículo 86 de la Constitución de la República. En este sentido, 
cabe señalar que en el momento de dictados los decretos, el 
Poder Ejecutivo no disponía de la estructura etaria de los fun- 
cionarios públicos que se desempeñaban en la Administración 
Pública. Por lo tanto, desconocía los montos de sus remunera- 
ciones, cuántas personas se retirarían, ni cuál sería el impacto 
financiero que el retiro masivo de los funcionarios públicos que 
hubieran cumplido 65 años de edad, provocaría en el Banco de 
Previsión Social. 


La información que hasta el momento dispone el Poder 
Ejecutivo es aún parcial; por lo menos así ha sido la que el 
señor ministro de Trabajo y Seguridad Social ha trasmitido a 
nuestra Comisión. 


A esto debe agregarse que hoy el Poder Ejecutivo desco- 
noce si las vacantes producidas por el cese obligatorio de los 
funcionarios han sido cubiertas y en qué forma, si las personas 
que se han retirado han completado sus trámites jubilatorios y, 
también, si hasta el presente han percibido o no sus jubilacio- 
nes. 
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En consecuencia, también desechamos el argumento, por- 
que mal puede afirmarse que esta norma podría generar mayo- 
res gastos al Estado en función de que, como dijimos, el Poder 
Ejecutivo no dispone de datos para hacer tales consideraciones. 


En virtud de todos estos argumentos, señor presidente, rei- 
tero que la mayoría de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social aconseja a la Asamblea General el levanta- 
miento de la observación parcial interpuesta por el Poder Eje- 
cutivo a este proyecto de ley. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor Amaro. 


SEÑOR AMARO. - Señor presidente: voy a renunciar a 
hacer uso de la palabra, porque creo que lo que más conviene 
hacer en este tema es votar. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor Machiñena. 


SEÑOR MACHIÑENA. - Señor presidente: adelanto que, 
en virtud del ánimo que impera en la Asamblea General, voy a 
ser más que telegráfico. 


La señora legistadora Piñeyrúa fue por dernás elocuente en 
cuanto a la postura que tenemos con relación al levantamiento 
de las observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo a este 
proyecto de ley. No obstante, queremos hacer algunas breves 
reflexiones en voz alta, reiteramos, tratando de tener el mayor 
poder de síntesis. 


En primer lugar, creemos que es indiscutible la libertad de 
elección que debe tener todo ciudadano. 


En segundo término, pensamos que los topes en materia de 
jubilaciones son, realmente, de humor negro, ridículos. Por ello, 
precisamente, se está condenando a gente que ha aportado por 
mucho más dinero que lo que luego podrá percibir. El tope 
actualmente se ubica en $ 2.500. ¿Por qué? Porque en forma 
arbitraria se ha establecido que el Salario Mínimo Nacional sea 
de $ 365, cuando no podría ser menos de $ 910. 


Por otra parte, esto es incongruente con todos los proyectos 
que han sido presentados hasta el momento. 


Nuestra intención era hacer una exposición más amplia; 
pero, en virtud de lo expresado por el señor legislador preopi- 
nante, aquí damos por terminada nuestra intervención. 


VARIOS SEÑORES LEGISLADORES. - ¡Que se vote! 


SEÑOR PRESIDENTE. - No es necesario reclamar a viva 
voz que se vote, puesto que si no hay ningún otro señor legisla- 
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dor inscripto, la Presidencia, como corresponde, va a someter a 
votación el proyecto de ley que ha sido observado por el Poder 
Ejecutivo. 

Sabido es que, de acuerdo con el artículo 141 de la Consti- 
tución de la República, tratándose de observaciones interpues- 
tas por el Poder Ejecutivo a un proyecto de ley, la votación 
debe ser nominal por sí o por no. Como siempre señala la 
Presidencia, quienes optan por el sí están votando la ratifica- 
ción del proyecto de ley y aquellos que lo hacen por la negati- 
va, votan por la no aprobación del proyecto de ley, es decir, 
por mantener la observación del Poder Ejecutivo. 

Acto seguido, entonces, se va a tomar la votación en forma 
nominal, por sí en favor de la ratificación del proyecto, y por 
no en favor del criterio del Poder Ejecutivo. 

Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el siguiente orden:) 

SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Negativa. 

SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. - Afirmativa. 

SEÑOR ARANA. - Afirmativa, 

SEÑOR ASTORI. - Afirmativa. 

SEÑOR BATALLA. - Afirmativa 

SEÑOR BOUZAS. - Afirmativa, 

SEÑOR BRUERA. - Afirmativa. 

SEÑOR CASSINA. - Afirmativa. 

SEÑOR HACKENBRUCH. - Afirmativa. 

SEÑOR ELSO GOÑ|L - Afirmativa. 

SEÑOR GARGANO. - Afirmativa. 

SEÑOR KORZENIAK. - Afirmativa. 

SEÑOR LIBRAN BONINO. - Afirmativa. 

SEÑOR MILLOR. - Afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA. - Afirmativa. 

SEÑOR PEREZ. - Afirmativa. 

SEÑORA PRIORE. - Negativa. 

SEÑOR RICALDONL - Afirmativa. 


SEÑOR SANTORO. - Negativa, 
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SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Negativa. 
SEÑOR URIOSTE. - Negativa. 

SEÑOR ZUMARAN. - Afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ, - Afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ VIERA. - Afirmativa. 
SEÑOR AMARO. - Afirmativa. 

SEÑOR ARRILLAGA. - Afirmativa. 
SEÑOR AYALA. - Negativa. 

SEÑOR BAYARDI. - Afirmativa. 
SEÑORA BERAMENDL. - Afirmativa. 
SEÑOR BERTOLINL - Afirmativa. 
SEÑOR BORDOLI. - Negativa. 

SEÑOR BORGES. - Afirmativa. 

SEÑOR BOSCH. - Negativa. 

SEÑOR CAPUTL - Afirmativa 

SEÑOR CARAMBULA (Gonzalo). - Afirmativa. 
SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. - Afirmativa. 
SEÑOR CORES. - Afirmativa. 

SEÑOR CORONEL NIETO. - Afirmativa. 
SEÑOR COURIEL. - Afirmativa. 

SEÑOR CRAVIOTTO. - Afirmativa. 
SEÑOR CHAPPER. - Negativa. 

SEÑOR CHIFFLET. - Afirmativa. 
SEÑOR DELGADO SICCO. - Afirmativa. 
SEÑOR DIAZ. - Afirmativa. 

SEÑOR FAU. - Afirmativa. 

SEÑOR FERNANDEZ. - Afirmativa. 


SEÑOR GARAT. - Negativa. 
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SEÑOR GARCIA. - Afirmativa. 

SEÑOR GARCIA PINTOS. - Afirmativa. 
SEÑOR GODAY. - Negativa. 

SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Afirmativa. 
SEÑOR GUTIERREZ. - Negativa, 

SEÑOR HEBER (Luis Alberto). - Negativa. 
SEÑOR HERNANDEZ. - Negativa. 

SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Afirmativa. 
SEÑOR IBARRA. - Afirmativa. 

SEÑOR LEGNANL - Afirmativa. 

SEÑOR LESCANO. - Afirmativa. 

SEÑOR LEV. - Afirmativa, 

SEÑOR LOSADA. - Negativa. 

SEÑOR MACHIÑENA. - Afirmativa. 

SEÑOR MALLO. - Negativa, 

SEÑOR MARTINEZ HUELMO. - Afirmativa, 
SEÑOR MARTORELL. - Afirmativa. 

SEÑOR MELO SANTA MARINA. - Afirmativa. 
SEÑOR MESA. - Negativa. 

SEÑOR MICHELINI. - Afirmativa. 

SEÑOR MOLINELL]. - Afirmativa. 

SEÑOR ORTIZ. - Negativa. 

SEÑORA OSORES DE LANZA. - Afirmativa. 
SEÑOR PALLES. - Afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA PABEN. - Afirmativa. 
SEÑOR PEREYRA. - Afirmativa. 

SEÑORA PIÑEYRUA. - Afirmativa. 

SEÑOR PITA. - Afirmativa. 


SEÑOR POZZOLO. - Afirmativa. 
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SEÑOR PREVITALI. - Afirmativa. SEÑOR BARRIOS ANZA. - Afirmativa. 

SEÑOR PRIETO. - Afirmativa. SEÑOR LATEULADE. - Afirmativa. 

SEÑOR RECUERO. - Negativa. SEÑOR PRESIDENTE. - Señores legisladores: han sufra 
gado dieciocho señores senadores por da afirmativa y seis por 

SEÑOR ROCHA IMAZ. - Afirmativa. la negativa; cincuenta y seis señores diputados por la afirmati- 


va y diecinueve por la negativa. 


SEÑOR RODINO. - Afirmativa. 
En consecuencia, setenta y cuatro señores legisladores se 


SEÑOR RODRIGUEZ. - Negativa. han pronunciado por la ratificación del proyecta y veinticinco 
lo han hecho por aceptar las observaciones. Se ha superado, 
SEÑORA RODRIGUEZ DE GUTIERREZ. - Afirmativa. pues, el quórum requerido por la Constitución y. por consi. 
guiente, el proyecto queda nuevamente aprobada, definitiva- 
SEÑOR SANSEVIERO. - Afirmativa. mente sancionado y será comunicado al Poder Ejecutivo, el 


. que deberá promulgarlo sin más trámite. 
SEÑORA SARAVIA OLMOS. - Afirmativa. 
Queda aprobado y se comunicará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SARTHOU. - Afirmativa. 
(No se publica el texto del proyecto aprobado, por ser igual 


SEÑOR SEDARRI LUACES. - Negativa. al considerado) 
SEÑOR SILVEIRA. - Afirmativa. 4) SELEVANTA LA SESION 
SEÑOR SOSA ACOSTA. - Afirmativa. SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos en el 


orden del día, se levanta la sesión. 


SEÑOR STIRLING. - Afirmativa. 
(Así se hace. Es la hora 17 y 34 minutos) 


SEÑOR STORACE MONTES. - Negativa. 


SEÑOR SUAREZ LERENA. - Afirmativa. : DR, GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
Presidente 


SEÑOR SUAREZ LORENZO. - Negativa. 
Dr. Juan Harán Urioste 


SEÑOR TORIAN!I. - Afirmativa. Dr. Horacio D. Catalurda 
Secretarios 


SEÑOR TROBO. - Negativa. 
Sra. Alba E. Rubio Cuadrado 


SEÑOR RAMIREZ. - Negativa. Directora General del Cuerpo de Taquígrafos del Senado 
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